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1. INTRODUCCIÓN
[bookmark: _Hlk225931306]La justicia indígena en el Ecuador constituye una de las expresiones más significativas del pluralismo jurídico reconocido por el orden constitucional, pues evidencia la coexistencia de sistemas normativos que responden a formas distintas de comprender la autoridad, el conflicto y la vida comunitaria. Su reconocimiento cuestiona la concepción del derecho como un orden exclusivamente estatal, unitario y homogéneo, al admitir que los pueblos y nacionalidades indígenas producen y aplican normas vinculadas con sus propias formas de organización social, cultural y política. Por ello, la justicia indígena no puede reducirse a un mecanismo alternativo de solución de controversias: representa una manifestación de juridicidad construida desde parámetros distintos de aquellos que tradicionalmente han estructurado el derecho estatal.
Esta coexistencia plantea, sin embargo, una cuestión de especial complejidad cuando las decisiones adoptadas por las autoridades indígenas deben relacionarse con los derechos reconocidos constitucional e internacionalmente. La dificultad no radica únicamente en determinar si una práctica comunitaria es compatible o incompatible con determinado derecho, sino en establecer desde qué parámetros debe efectuarse esa valoración. Aplicar de manera automática categorías provenientes del derecho estatal puede conducir a desconocer el significado que determinados principios, sanciones o procedimientos adquieren dentro de la comunidad; pero admitir una autonomía desvinculada de todo límite jurídico también impediría responder adecuadamente frente a eventuales afectaciones de derechos. La tensión se sitúa, por tanto, entre dos exigencias que el constitucionalismo ecuatoriano reconoce simultáneamente: el respeto a la autonomía de los sistemas jurídicos indígenas y la garantía efectiva de los derechos humanos.
El problema adquiere mayor profundidad cuando se advierte que dicha relación no enfrenta solamente normas distintas, sino también formas diferentes de producir y comprender lo jurídico. Categorías como responsabilidad, reparación, autoridad, sanción o restablecimiento del orden social pueden adquirir sentidos particulares cuando son interpretadas desde una racionalidad comunitaria. Una lectura que prescinda de esta dimensión corre el riesgo de evaluar la justicia indígena exclusivamente desde parámetros externos y, con ello, transformar el reconocimiento del pluralismo jurídico en una subordinación material al sistema estatal. La cuestión no consiste, entonces, en excluir los derechos humanos del ámbito de la justicia indígena, sino en determinar cómo interpretarlos sin vaciar de contenido la diversidad jurídica que el propio orden constitucional reconoce.
Desde esta problemática, la cosmovisión comunitaria adquiere relevancia como categoría de análisis, porque permite examinar las bases desde las cuales las comunidades construyen determinadas concepciones de justicia, autoridad, equilibrio y reparación. Su estudio ofrece elementos para comprender la racionalidad interna de los sistemas jurídicos indígenas y, al mismo tiempo, para cuestionar modelos de interpretación que presuponen la existencia de una única forma legítima de comprender el derecho. El presente capítulo analiza estos fundamentos teóricos con el propósito de establecer criterios que permitan aproximarse a la relación entre justicia indígena y derechos humanos desde una perspectiva intercultural, capaz de reconocer la autonomía jurídica de los pueblos indígenas sin desvincularla de la protección de la dignidad y de los derechos fundamentales.
2. Objetivos
[bookmark: _Hlk225931405]El presente capítulo tiene como objetivo fundamentar teóricamente la cosmovisión comunitaria como base estructural de la justicia indígena en el Ecuador, con el propósito de comprender su racionalidad jurídica y analizar su articulación con los derechos humanos en el contexto del pluralismo jurídico contemporáneo.
Como objetivos específicos, se plantean los siguientes:
Analizar la cosmovisión comunitaria como fundamento epistemológico y normativo de los sistemas de justicia indígena, identificando los principios que estructuran su comprensión de la autoridad, el conflicto, la responsabilidad y la regulación de la vida comunitaria.
Examinar las características de la racionalidad jurídica indígena, particularmente su dimensión colectiva, relacional y restaurativa, estableciendo sus diferencias conceptuales respecto de categorías predominantes en la tradición jurídica estatal.
Analizar las tensiones, puntos de encuentro y desafíos que surgen en la relación entre justicia indígena y derechos humanos, especialmente en los procesos de interpretación jurídica desarrollados dentro del Estado constitucional ecuatoriano.
Proponer criterios teóricos para una interpretación intercultural de los derechos humanos que permita articular sistemas normativos diversos, preservando la autonomía jurídica de los pueblos indígenas sin desatender la protección de los derechos fundamentales.
3. Metodología
[bookmark: _Hlk225931472]La investigación adopta un enfoque cualitativo, orientado a comprender e interpretar la cosmovisión comunitaria como fundamento de la justicia indígena en el Ecuador y su articulación con los derechos humanos dentro de un contexto de pluralismo jurídico. Este enfoque resulta pertinente para el análisis de categorías jurídicas y culturales cuyo significado depende de los contextos normativos y sociales en los que se construyen (Creswell, 2009).
Desde el ámbito jurídico, el estudio se desarrolla mediante una investigación doctrinal, centrada en el examen sistemático y crítico de fuentes normativas y académicas relacionadas con justicia indígena, pluralismo jurídico, interculturalidad y derechos humanos. Este tipo de investigación permite identificar cómo se construyen determinadas categorías jurídicas y analizar las tensiones que surgen cuando interactúan sistemas normativos diversos (Langbroek et al., 2017).
Asimismo, se emplea un enfoque teórico-interpretativo para examinar la cosmovisión comunitaria como marco desde el cual adquieren significado instituciones y prácticas propias de la justicia indígena. El estudio no pretende reconstruir empíricamente las prácticas de una comunidad específica, sino analizar categorías teóricas vinculadas con autoridad, responsabilidad, reparación, conflicto y armonía comunitaria.
Las fuentes utilizadas son documentales e incluyen literatura especializada, normativa constitucional ecuatoriana e instrumentos internacionales relevantes, entre ellos el Convenio Núm. 169 de la Organización Internacional del Trabajo y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.
La información se examina mediante análisis documental cualitativo, entendido como un proceso de selección, revisión e interpretación de documentos que permite identificar categorías y relaciones relevantes para el problema investigado (Bowen, 2009). A partir de este procedimiento se analizan la cosmovisión comunitaria, la racionalidad jurídica indígena, el pluralismo jurídico, los derechos humanos y la interpretación intercultural.
Finalmente, se contrastan fuentes doctrinales, normativas e internacionales con el propósito de evitar que la interpretación dependa de un único marco explicativo. Este procedimiento permite sustentar una lectura crítica de la relación entre autonomía jurídica indígena y derechos humanos y aportar bases para la formulación de criterios de interpretación intercultural.
Principio del formulario
Final del formulario
4. resultados
[bookmark: _Hlk225931541]4.1. FUNDAMENTOS TEÓRICOS DE LA COSMOVISIÓN COMUNITARIA EN LA JUSTICIA INDÍGENA
4.1.1. La cosmovisión comunitaria como estructura normativa
El análisis de la justicia indígena exige comprender la cosmovisión comunitaria más allá de su dimensión cultural o simbólica. Su relevancia jurídica radica en que proporciona marcos de comprensión desde los cuales adquieren significado la autoridad, las obligaciones, el conflicto y las respuestas frente a su ruptura. De esta manera, la juridicidad no se construye necesariamente mediante la separación entre norma, sociedad y cultura característica del derecho estatal moderno, sino dentro de relaciones comunitarias en las que tales dimensiones pueden encontrarse estrechamente vinculadas. La cosmovisión actúa, por ello, como una matriz desde la cual determinadas prácticas sociales adquieren fuerza normativa.
La antropología jurídica aportó tempranamente elementos para cuestionar la identificación del derecho exclusivamente con normas formalmente producidas por el Estado. Malinowski (1926), al estudiar las obligaciones existentes en sociedades no occidentales, mostró la importancia de las relaciones de reciprocidad, de los deberes mutuos y de los mecanismos sociales que aseguraban su cumplimiento. Su planteamiento permite advertir que la existencia de juridicidad no depende exclusivamente de la codificación de una regla, sino también de la capacidad de un sistema social para generar obligaciones reconocidas y mecanismos destinados a sostenerlas.
Esta constatación adquiere una consecuencia particular para el estudio de la justicia indígena: si la juridicidad se identifica únicamente mediante los atributos formales del derecho estatal, cualquier sistema que produzca obligaciones de otra manera aparecerá inevitablemente como incompleto. El problema no se encuentra, entonces, en la ausencia de norma, sino en el criterio utilizado para reconocer qué puede considerarse normativo. La cosmovisión comunitaria obliga a desplazar ese criterio hacia la función que cumplen las reglas, los valores y las decisiones dentro de las relaciones sociales que les otorgan sentido. Desde esta perspectiva, reciprocidad, solidaridad o equilibrio dejan de ser únicamente referencias culturales cuando operan como parámetros que orientan comportamientos, determinan responsabilidades o fundamentan respuestas comunitarias frente al conflicto.
Esta lectura encuentra un segundo sustento en el pluralismo jurídico. Griffiths (1986) cuestiona el centralismo jurídico, entendido como la idea de que el derecho es exclusivamente aquel producido y administrado por el Estado, y plantea la existencia de múltiples órdenes normativos dentro de un mismo espacio social. El aporte de esta tesis al análisis de la justicia indígena no consiste simplemente en aceptar que existen normas diferentes de las estatales. Su consecuencia más profunda es admitir que la producción de juridicidad puede responder a fuentes de legitimidad distintas y que, por tanto, el reconocimiento constitucional de la diversidad jurídica no debería depender de que los sistemas indígenas reproduzcan las categorías institucionales del orden estatal.
Precisamente allí se encuentra una de las tensiones fundamentales del pluralismo jurídico ecuatoriano. Reconocer constitucionalmente una jurisdicción indígena, pero interpretar permanentemente sus instituciones mediante categorías externas, puede producir un reconocimiento formal acompañado de una subordinación material. La autonomía jurídica pierde parte de su contenido cuando una práctica solo es considerada legítima después de ser traducida a conceptos que pertenecen a otra racionalidad normativa. Esto no significa excluir a la justicia indígena de todo parámetro constitucional, sino advertir que la evaluación de sus actuaciones exige comprender primero el significado que estas poseen dentro del sistema en el que se originan.
La discusión alcanza también una dimensión epistemológica. Santos (2010) cuestiona las formas de conocimiento que convierten determinados saberes y experiencias en inexistentes o jurídicamente irrelevantes al situarlos fuera de los parámetros dominantes de comprensión. Aplicada al campo jurídico, esta crítica permite observar que el problema del pluralismo no se agota en admitir múltiples fuentes normativas; exige también reconocer que existen distintas formas de conocer y construir lo jurídico. En consecuencia, considerar la cosmovisión comunitaria como fuente de inteligibilidad del derecho indígena evita reducirla a un dato cultural que el intérprete estatal observa desde fuera.
La cosmovisión comunitaria puede ser entendida, por tanto, como una estructura normativa en la medida en que proporciona criterios para atribuir significado a obligaciones, autoridades, conflictos y respuestas comunitarias. Su reconocimiento transforma la comprensión del pluralismo jurídico: ya no se trata únicamente de permitir la coexistencia de determinadas prácticas indígenas junto al derecho estatal, sino de aceptar que esas prácticas pueden responder a una racionalidad jurídica propia. Esta conclusión constituye el punto de partida para examinar, a continuación, los principios que caracterizan esa racionalidad y la forma en que la colectividad, la relación comunitaria y la restauración del equilibrio inciden en su comprensión de la justicia.
4.1.2. La racionalidad jurídica indígena: principios de colectividad, armonía y restauración
Comprender la justicia indígena exige avanzar desde la cosmovisión comunitaria como estructura normativa hacia la racionalidad jurídica que se construye a partir de ella. Esta racionalidad involucra una forma particular de comprender la responsabilidad, el conflicto y la finalidad de la intervención comunitaria. Entre sus elementos más relevantes se encuentran la colectividad, la armonía y la restauración de los vínculos afectados.
La colectividad constituye una categoría central porque la conducta individual se interpreta dentro de las relaciones que vinculan a la persona con su comunidad. Malinowski (1926) mostró que determinadas obligaciones sociales adquieren fuerza al insertarse en redes de reciprocidad y dependencia mutua. Esta perspectiva permite comprender que la responsabilidad puede trascender la relación entre infractor y afectado e incorporar las consecuencias que el conflicto produce sobre el conjunto de relaciones sociales.
La consecuencia jurídica de esta dimensión es relevante: cuando el conflicto se concibe como una alteración de vínculos comunitarios, la respuesta no se agota en atribuir responsabilidad y establecer una consecuencia, sino que puede orientarse también a recomponer las relaciones afectadas. La colectividad no elimina la responsabilidad individual, pero amplía el espacio en el que esta adquiere significado.
La armonía se vincula directamente con esta lógica relacional. En determinados sistemas de justicia indígena ecuatorianos, la resolución de conflictos busca restablecer condiciones de convivencia y no únicamente identificar una infracción. La literatura especializada sobre justicia indígena en Ecuador destaca la necesidad de comprender estas prácticas dentro de sus contextos comunitarios y desde la lógica que les otorga sentido (Santos & Grijalva, 2012).
Desde esta perspectiva, la armonía no significa ausencia de conflicto, sino gestión de la ruptura producida por este. De allí que algunas respuestas comunitarias incorporen componentes de reparación, reintegración o restablecimiento de relaciones. Lo relevante es advertir que su finalidad puede responder a criterios distintos de aquellos centrados exclusivamente en la imposición de una consecuencia individual.
La restauración completa esta racionalidad. Su importancia no radica únicamente en la existencia de medidas reparadoras, sino en la función que cumplen dentro del orden comunitario. Restaurar supone intervenir sobre las consecuencias sociales del conflicto y no solo sobre la conducta de quien lo produjo. Por ello, sanción y restauración no deben entenderse como categorías necesariamente excluyentes: una medida puede tener un componente sancionador y, al mismo tiempo, perseguir la recomposición de relaciones comunitarias.
Esta lectura evita también una oposición simplificadora entre justicia indígena y derecho estatal. Los sistemas jurídicos contemporáneos incorporan mecanismos restaurativos y formas alternativas de solución de conflictos; la diferencia se encuentra, más bien, en el lugar estructural que la relación comunitaria ocupa dentro de determinadas concepciones indígenas de justicia.
La autonomía conceptual de estos sistemas no implica, sin embargo, que sus prácticas queden fuera de toda evaluación jurídica. El desafío consiste en comprender su racionalidad antes de valorar su compatibilidad con otros parámetros normativos. Esta cuestión será especialmente relevante al examinar la relación entre justicia indígena y derechos humanos.
En suma, colectividad, armonía y restauración constituyen categorías útiles para explicar una racionalidad jurídica en la que el conflicto adquiere significado dentro de una red de relaciones comunitarias. Su identificación permite comprender la justicia indígena desde sus propios fundamentos y evita que el pluralismo jurídico se reduzca a un reconocimiento formal interpretado exclusivamente desde parámetros externos.
4.1.3. Cosmovisión comunitaria y producción del conocimiento jurídico: hacia una epistemología intercultural
La dimensión normativa de la cosmovisión comunitaria conduce a una cuestión adicional: determinar desde qué formas de conocimiento se construye e interpreta lo jurídico. La justicia indígena no solo expresa reglas, autoridades o procedimientos diferenciados, sino también marcos de comprensión mediante los cuales una comunidad atribuye significado a la responsabilidad, la reparación, la legitimidad de la autoridad y la solución del conflicto. Por ello, reconocer una racionalidad jurídica indígena exige examinar también las condiciones epistemológicas desde las cuales esa racionalidad puede ser comprendida como jurídicamente válida.
El pensamiento decolonial permite identificar uno de los principales obstáculos para este reconocimiento. Quijano (2000) relaciona la colonialidad del poder con la consolidación de una racionalidad eurocéntrica que adquirió capacidad para definir qué conocimientos podían presentarse como universales y cuáles quedaban relegados a posiciones subordinadas. Mignolo (2007), desde una perspectiva semejante, plantea la necesidad de desprender la producción del conocimiento de una única matriz epistemológica y reconocer conocimientos construidos desde experiencias históricas situadas.
La incidencia de este planteamiento en el ámbito jurídico es especialmente relevante. Si la validez del conocimiento sobre el derecho depende exclusivamente de categorías desarrolladas por la tradición jurídica estatal, las formas indígenas de comprender la autoridad, el conflicto o la reparación solo pueden ser reconocidas después de ser traducidas a parámetros externos. En ese escenario, el pluralismo corre el riesgo de admitir la existencia de otros sistemas jurídicos sin reconocerles capacidad para producir conceptos propios sobre lo que constituye derecho. La subordinación, por tanto, puede producirse no solo en el plano normativo, sino también en el epistemológico.
Esta problemática puede observarse desde la teoría de los campos sociales semiautónomos formulada por Moore (1973), quien demuestra que determinados grupos sociales poseen capacidad para generar reglas y mecanismos destinados a inducir o asegurar su cumplimiento, aun cuando se encuentren insertos dentro de estructuras jurídicas más amplias. El interés de esta perspectiva para la justicia indígena reside en que permite separar dos cuestiones que suelen confundirse: la existencia de reconocimiento estatal y la capacidad social de producir normatividad. Un sistema comunitario no adquiere necesariamente su juridicidad porque el Estado la conceda; el reconocimiento constitucional puede, más bien, admitir jurídicamente una capacidad normativa que ya existe en el espacio comunitario.
Desde este punto de vista, una epistemología intercultural no debería limitarse a incorporar referencias culturales indígenas dentro de categorías jurídicas previamente definidas. Su función sería más exigente: permitir que distintas racionalidades participen en la determinación del significado de los conceptos jurídicos puestos en relación. Walsh (2009) entiende la interculturalidad crítica como un proyecto que cuestiona las relaciones históricas de desigualdad entre conocimientos y no simplemente como coexistencia o contacto entre culturas. Trasladado al campo jurídico, ello implica que el diálogo intercultural pierde sentido si una de las partes conserva de antemano la potestad exclusiva de determinar qué interpretación es jurídicamente válida.
Aquí aparece una distinción central para este capítulo. Reconocer epistemológicamente la justicia indígena no significa convertir toda práctica comunitaria en jurídicamente incuestionable. Significa modificar el punto de partida de la evaluación: antes de determinar la compatibilidad de una decisión indígena con los derechos humanos, es necesario comprender el significado que esa decisión posee dentro de la racionalidad jurídica que la produce. De lo contrario, la interpretación puede confundir diferencia conceptual con vulneración jurídica.
La propuesta de Santos (2010) sobre la necesidad de ampliar los horizontes de producción del conocimiento resulta pertinente en este punto. Su crítica a las formas de exclusión epistemológica permite comprender que un pluralismo efectivo requiere algo más que reconocer normas provenientes de diferentes comunidades: exige admitir la posibilidad de que también existan formas distintas de conceptualizar y argumentar jurídicamente. La interculturalidad adquiere así una dimensión epistemológica, porque obliga al intérprete a confrontar sus propias categorías antes de utilizarlas como parámetro universal de valoración.
En consecuencia, la cosmovisión comunitaria interviene tanto en la producción normativa como en la construcción del conocimiento que permite interpretar esa normatividad. Una epistemología intercultural del derecho no pretende sustituir una racionalidad por otra, sino impedir que una de ellas sea considerada previamente como la única capaz de definir el sentido de lo jurídico. Esta conclusión permite cerrar el fundamento teórico de la justicia indígena y abre el problema que corresponde examinar a continuación: cómo relacionar esta autonomía normativa y epistemológica con los derechos humanos sin que ni la diversidad cultural ni la protección de derechos se conviertan en argumentos absolutos.
4.2. Relación entre cosmovisión comunitaria y derechos humanos
4.2.1. Universalidad de los derechos humanos y particularismo cultural
La relación entre justicia indígena y derechos humanos plantea una de las tensiones centrales del pluralismo jurídico: cómo sostener la universalidad de determinados derechos y, simultáneamente, reconocer que su interpretación y aplicación se producen dentro de contextos culturales y jurídicos diferenciados. El problema no consiste en decidir si los pueblos indígenas quedan sujetos o no a los derechos humanos, sino en determinar de qué manera esos derechos pueden operar como garantías universales sin convertirse en instrumentos de homogeneización jurídica.
La teoría contemporánea de los derechos humanos ha debido responder precisamente a esta tensión. Donnelly (2003) defiende la universalidad de los derechos humanos, pero aborda también los cuestionamientos derivados del relativismo cultural y de la diversidad de concepciones sobre la dignidad y la organización social. La existencia de diferentes tradiciones culturales no elimina, desde esta perspectiva, la posibilidad de reconocer derechos universales, aunque obliga a distinguir entre la universalidad del derecho protegido y las formas históricas o institucionales mediante las cuales ese derecho puede concretarse.
Esta distinción resulta especialmente útil para la justicia indígena. Si se identifica la universalidad con una única forma de aplicación, la protección de los derechos termina condicionada a la reproducción de instituciones y categorías propias del derecho estatal. La universalidad se transforma entonces en uniformidad. Desde una perspectiva intercultural, ambas nociones deben separarse: un derecho puede poseer pretensión universal y, al mismo tiempo, admitir modalidades distintas de realización compatibles con la dignidad de las personas y con la autonomía colectiva.
El derecho internacional de los pueblos indígenas aporta elementos para esta lectura. Anaya (2004) muestra cómo la evolución del derecho internacional ha transitado desde estructuras históricamente vinculadas con la colonización hacia un reconocimiento progresivo de los pueblos indígenas como comunidades con derecho a conservar sus instituciones y participar en la determinación de sus propios asuntos. Esto modifica el problema tradicional de los derechos humanos: la protección del individuo no puede analizarse completamente al margen de las estructuras colectivas que hacen posible su identidad, pertenencia y participación comunitaria.
La dimensión colectiva no debe interpretarse, sin embargo, como una excepción que neutraliza los derechos individuales. El desafío consiste precisamente en evitar que la defensa de la autonomía cultural o comunitaria se convierta en una justificación automática frente a posibles afectaciones de derechos. Stavenhagen (2002), al examinar la situación de los derechos humanos de los pueblos indígenas, identifica entre los problemas centrales tanto la discriminación histórica como la necesidad de garantizar derechos colectivos y formas propias de organización. La relación entre derechos humanos y justicia indígena exige, por ello, abandonar una lógica en la que lo individual y lo colectivo aparezcan necesariamente como categorías excluyentes.
En este punto, el aporte de Kymlicka permite introducir una precisión adicional. Su teoría de los derechos de las minorías sostiene que determinados derechos diferenciados pueden ser necesarios precisamente para que los miembros de grupos culturales puedan ejercer efectivamente su libertad dentro de sociedades multiculturales. Trasladada al ámbito de la justicia indígena, esta idea permite comprender que la autonomía jurisdiccional no representa necesariamente una limitación de los derechos humanos; puede constituir también una condición para el ejercicio de derechos vinculados con identidad, participación, cultura y autodeterminación.
El problema cambia, entonces, de formulación. Ya no se trata de preguntar si debe prevalecer el derecho humano universal o la particularidad cultural, sino de establecer cuándo una diferencia jurídica expresa legítimamente autonomía y cuándo produce una afectación que no puede justificarse mediante la diversidad cultural. Esa valoración requiere comprender previamente el significado de la práctica analizada. Sin ese paso, existe el riesgo de considerar vulneratoria una actuación simplemente porque no coincide con los procedimientos o conceptos del derecho estatal.
La propuesta de Merry (2006) resulta especialmente útil para explicar este proceso. Su estudio sobre la traducción de los derechos humanos a contextos locales muestra que las normas internacionales adquieren eficacia cuando pueden ser apropiadas y reinterpretadas dentro de marcos sociales concretos. La traducción cultural no supone alterar arbitrariamente el contenido de los derechos, sino generar condiciones para que estos puedan ser comprendidos y aplicados dentro de universos normativos diferentes. En el ámbito indígena, esta idea permite superar tanto la imposición mecánica de estándares externos como una defensa absoluta del particularismo cultural.
Desde esta perspectiva, la tensión entre universalismo y particularismo no debería resolverse mediante la subordinación de una racionalidad jurídica a otra. El reto consiste en identificar un núcleo de protección que preserve la dignidad humana y, al mismo tiempo, admitir que su interpretación puede exigir considerar los significados comunitarios de categorías como responsabilidad, reparación, autoridad o debido proceso. La universalidad conserva así su función garantista, pero deja de confundirse con uniformidad normativa.
En consecuencia, la relación entre justicia indígena y derechos humanos exige una interpretación capaz de distinguir entre diversidad jurídicamente legítima y afectación efectiva de derechos. Este criterio evita dos extremos igualmente problemáticos: utilizar los derechos humanos para desautorizar toda diferencia cultural o invocar la autonomía comunitaria para excluir cualquier examen de compatibilidad jurídica. El siguiente problema consiste, por tanto, en determinar qué herramientas interpretativas pueden permitir esa articulación dentro de un modelo de pluralismo jurídico intercultural.
4.2.2. Interpretación intercultural de los derechos humanos en contextos de justicia indígena
La La relación entre justicia indígena y derechos humanos exige una forma de interpretación capaz de articular ambos ámbitos sin reducir la diversidad jurídica a una simple excepción frente al derecho estatal. La interpretación intercultural responde a esta necesidad, pues parte del reconocimiento de que los derechos humanos poseen vocación universal, pero su aplicación concreta debe considerar los significados jurídicos y culturales presentes en los sistemas normativos indígenas.
Este enfoque encuentra sustento en el derecho internacional. El Convenio Núm. 169 de la Organización Internacional del Trabajo reconoce el derecho de los pueblos indígenas a conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que sean compatibles con los derechos fundamentales y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos (Organización Internacional del Trabajo [OIT], 1989, arts. 8–9). Del mismo modo, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas reconoce el derecho a mantener y desarrollar estructuras institucionales y sistemas jurídicos propios, en conformidad con las normas internacionales de derechos humanos (Naciones Unidas, 2007, art. 34).
Estas disposiciones permiten formular un primer criterio interpretativo: la diferencia jurídica no constituye por sí misma una vulneración de derechos. Una práctica indígena no puede considerarse incompatible con los derechos humanos únicamente porque adopte procedimientos, fundamentos o finalidades distintas de las utilizadas por la jurisdicción estatal. Antes de valorar su compatibilidad, debe comprenderse el significado que esa práctica posee dentro de la racionalidad comunitaria que la produce.
La propuesta de Merry (2006) sobre la traducción cultural resulta útil para explicar este proceso, pues muestra cómo los derechos humanos adquieren eficacia cuando son apropiados e interpretados dentro de contextos sociales concretos. Trasladado a la justicia indígena, esto implica que categorías como dignidad, reparación, participación o debido proceso no deberían ser evaluadas únicamente desde sus formas estatales, sino también desde los mecanismos propios mediante los cuales una comunidad procura garantizar contenidos equivalentes.
A partir de ello puede formularse un segundo criterio: la interpretación intercultural debe ser bidireccional. No corresponde únicamente traducir las prácticas indígenas al lenguaje del derecho estatal; también las categorías estatales deben ser examinadas críticamente cuando interactúan con otra racionalidad jurídica. De lo contrario, el diálogo intercultural se convierte en una relación asimétrica en la que uno de los sistemas conserva de antemano la potestad de definir qué es jurídicamente válido.
Un tercer criterio consiste en distinguir entre forma jurídica y contenido sustantivo del derecho. La existencia de procedimientos distintos a los estatales no implica necesariamente ausencia de garantías, así como el carácter cultural de una práctica tampoco la excluye de todo control jurídico. El análisis debe considerar el contexto comunitario, la finalidad de la actuación, la participación de los afectados y la existencia de una afectación material a derechos fundamentales.
En este sentido, la autonomía indígena no puede operar como una cláusula de inmunidad frente a los derechos humanos, pero estos tampoco deberían convertirse en un mecanismo automático de subordinación de la jurisdicción indígena. La interpretación intercultural exige precisamente mantener ambos planos en relación: comprender la racionalidad propia del sistema y verificar, desde esa comprensión, si la actuación preserva un núcleo sustantivo de protección de derechos.
En consecuencia, la interpretación intercultural puede entenderse como un método de articulación entre sistemas jurídicos diversos basado en contextualización, comprensión recíproca y control sustantivo de derechos. Su finalidad no es eliminar las tensiones entre justicia indígena y derechos humanos, sino ofrecer criterios para resolverlas sin presuponer la superioridad normativa o epistemológica de uno de los sistemas.
4.3. Armonización entre justicia indígena y derechos humanos en el constitucionalismo ecuatoriano
La armonización entre justicia indígena y derechos humanos constituye uno de los desafíos centrales del pluralismo jurídico ecuatoriano. No se trata de integrar la jurisdicción indígena dentro de la justicia estatal ni de establecer una autonomía desligada del orden constitucional, sino de articular dos exigencias reconocidas simultáneamente por la Constitución: el derecho de los pueblos indígenas a ejercer su derecho propio y la protección de los derechos constitucionales. Desde esta perspectiva, armonizar no significa uniformar, sino establecer condiciones para que sistemas jurídicos distintos puedan coexistir sin que la diversidad normativa se convierta en subordinación ni la autonomía en ausencia de control.
La Constitución ecuatoriana ofrece el punto de partida para esta articulación. El artículo 57, numeral 10, reconoce a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas el derecho a crear, desarrollar, aplicar y practicar su derecho propio, con el límite de no vulnerar derechos constitucionales, particularmente los de mujeres, niñas, niños y adolescentes (Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 57.10). A su vez, el artículo 171 reconoce a sus autoridades funciones jurisdiccionales con base en sus tradiciones ancestrales y derecho propio, dispone que sus decisiones sean respetadas por las instituciones públicas y establece su sujeción al control de constitucionalidad (Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 171). La Constitución configura así una relación en la que autonomía y garantía de derechos no aparecen como principios excluyentes.
El problema jurídico surge al determinar cómo debe ejercerse ese control sin transformar a la jurisdicción estatal en una instancia ordinaria de revisión de la justicia indígena. La Corte Constitucional ha desarrollado elementos relevantes en este sentido. La Corte Constitucional del Ecuador (2022), en la Sentencia No. 1-11-EI/22, al examinar garantías del debido proceso en una decisión de justicia indígena, adoptó expresamente una interpretación intercultural y determinó que determinadas garantías no pueden evaluarse prescindiendo del carácter colectivo y restaurativo del sistema comunitario analizado. Este razonamiento resulta especialmente significativo porque desplaza el análisis desde la exigencia de identidad formal entre procedimientos hacia la valoración de las garantías dentro de la racionalidad jurídica en la que estas operan.
De esta jurisprudencia puede extraerse un criterio central de armonización: la equivalencia constitucional no exige identidad institucional. Una garantía como el debido proceso puede materializarse mediante procedimientos distintos de aquellos utilizados en la justicia ordinaria, siempre que la diferencia no elimine su contenido sustantivo. Este criterio permite reconocer la autonomía jurisdiccional sin renunciar a la protección de derechos y evita convertir al derecho estatal en el único modelo posible de juridicidad.
La jurisprudencia más reciente confirma esa orientación. En la Sentencia No. 6-23-EI/26, la Corte Constitucional del Ecuador (2026b) descartó la vulneración del debido proceso después de verificar que la decisión provenía de una autoridad indígena competente y que se había respetado el trámite propio de la comunidad. De igual manera, en la Sentencia No. 12-22-EI/26, la Corte Constitucional del Ecuador (2026a) consideró válida una convocatoria verbal realizada conforme al derecho consuetudinario de la comunidad, valorando el conocimiento efectivo del conflicto y la participación dentro del procedimiento antes que la exigencia de una formalidad escrita propia del proceso estatal.
Estos precedentes permiten advertir que la armonización constitucional debe operar mediante un examen contextual y no mediante una comparación mecánica con las formas procesales ordinarias. El control constitucional debería concentrarse en determinar si la autoridad indígena actuó dentro de su ámbito legítimo, si el procedimiento respondió al derecho propio y si la decisión produjo una afectación sustantiva de derechos. De esta manera, la diferencia cultural deja de ser considerada una anomalía que debe corregirse y pasa a formar parte del análisis jurídico.
La armonización requiere, por tanto, una relación de complementariedad crítica. La justicia indígena debe ser reconocida desde su propia racionalidad normativa, pero ese reconocimiento no excluye el examen de derechos; a su vez, el control constitucional debe garantizar esos derechos sin convertir las categorías estatales en parámetros exclusivos de validez. El punto de equilibrio se encuentra en una interpretación intercultural capaz de distinguir entre una diferencia legítima en la forma de administrar justicia y una afectación material que comprometa derechos constitucionalmente protegidos.
En consecuencia, el constitucionalismo ecuatoriano ofrece bases para superar tanto el monismo jurídico como un relativismo absoluto. La autonomía indígena, el derecho propio y el control de constitucionalidad pueden coexistir si la interpretación reconoce que la protección de derechos no exige homogeneidad institucional. La armonización se configura así como un proceso de articulación entre racionalidades jurídicas que preserva la identidad del sistema indígena y, al mismo tiempo, mantiene un núcleo sustantivo de protección de derechos humanos.
5. discusión
Los resultados muestran que el pluralismo jurídico ecuatoriano no se agota en el reconocimiento constitucional de una jurisdicción indígena, pues exige admitir que esta se sustenta en categorías normativas y epistemológicas que no necesariamente reproducen las del derecho estatal. La cosmovisión comunitaria interviene en la comprensión de la autoridad, la responsabilidad, el conflicto y la reparación, de manera que reconocer la justicia indígena únicamente en el plano institucional, pero interpretar sus actuaciones exclusivamente desde categorías externas, puede producir un pluralismo formal acompañado de subordinación material.
Esta constatación permite replantear también la relación entre justicia indígena y derechos humanos. El análisis realizado no demuestra una incompatibilidad estructural entre ambos, sino una tensión respecto de los parámetros mediante los cuales se determina el contenido y la realización de los derechos. La universalidad no requiere uniformidad institucional: procedimientos distintos de los utilizados por la justicia estatal pueden ofrecer protección jurídica equivalente cuando preservan materialmente los derechos involucrados.
En este punto, la interpretación intercultural adquiere una función que excede la simple consideración del contexto cultural. Exige que el intérprete comprenda previamente la racionalidad del sistema indígena y que, al mismo tiempo, examine si la actuación concreta produce una afectación sustantiva de derechos. Esta doble exigencia permite evitar dos extremos: utilizar los derechos humanos como mecanismo automático de subordinación o convertir la autonomía cultural en una cláusula de inmunidad frente al control constitucional.
La jurisprudencia constitucional ecuatoriana analizada confirma que la articulación entre sistemas jurídicos puede construirse desde parámetros de equivalencia y no de identidad. El desafío pendiente radica, por tanto, menos en ampliar el reconocimiento normativo que en consolidar prácticas interpretativas capaces de asumir la diversidad jurídica como componente del propio orden constitucional. El pluralismo efectivo depende finalmente de que la diferencia deje de ser evaluada como una anomalía frente al derecho estatal y sea examinada desde criterios compatibles, simultáneamente, con la autonomía indígena y la protección sustantiva de los derechos.
6. conclusiones 
La cosmovisión comunitaria constituye un fundamento normativo y epistemológico relevante para comprender la justicia indígena, pues proporciona marcos propios desde los cuales adquieren significado la autoridad, la responsabilidad, el conflicto y las respuestas destinadas a restablecer las relaciones comunitarias. Su reconocimiento impide reducir la juridicidad indígena a costumbre o informalidad y permite comprenderla como expresión de pluralismo jurídico.
El análisis permitió identificar una racionalidad en la que colectividad, armonía y restauración operan como categorías útiles para explicar formas diferenciadas de comprender la justicia. Estas características no deben generalizarse de manera uniforme a todos los pueblos indígenas ni construirse como oposición absoluta frente al derecho estatal; su importancia reside en demostrar que la diversidad jurídica puede alcanzar también los fundamentos desde los cuales se atribuye sentido al derecho.
La relación con los derechos humanos no exige optar entre universalidad y autonomía cultural. La distinción central radica entre universalidad y uniformidad: la protección de un derecho puede admitir formas institucionales diversas siempre que preserve su contenido sustantivo. De ahí que la diferencia respecto del procedimiento estatal no constituya, por sí sola, una vulneración de derechos.
A partir de ello, el capítulo propone una interpretación intercultural basada en tres criterios: contextualizar la práctica dentro de la racionalidad jurídica que la produce, establecer un diálogo interpretativo bidireccional entre sistemas y distinguir las diferencias formales de las afectaciones sustantivas de derechos. Bajo esta perspectiva, la autonomía indígena no constituye inmunidad frente a los derechos humanos, pero estos tampoco justifican la subordinación automática de la jurisdicción indígena.
En el constitucionalismo ecuatoriano, esta articulación permite sostener que la equivalencia constitucional no exige identidad institucional. El desafío consiste en consolidar un control constitucional capaz de proteger derechos sin convertir al derecho estatal en el único parámetro posible de juridicidad. En ello radica la posibilidad de avanzar desde el reconocimiento formal del pluralismo hacia un constitucionalismo efectivamente intercultural.
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